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INFORME No. 44/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 146-03
WILLIAMS NEFTALY VALENZUELA SARAVIA 

EL SALVADOR
20 de marzo de 2012
PRESUNTA VÍCTIMA:
Williams Neftaly Valenzuela Saravia
PETICIONARIO: 
Williams Neftaly Valenzuela Saravia
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículos 6 y 7 del Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
13 de noviembre de 2003
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El 27 de febrero de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por Williams Neftaly Valenzuela Saravia, en contra de El Salvador, por la presunta violación del debido proceso y de las garantías judiciales. 

2. El peticionario alegó haber sido indebidamente despedido de su cargo. Informó que se desempeñaba como jefe de recursos humanos en el Hospital Nacional Rosales y que habría sido transferido tras un altercado con el director, al Ministerio de Salud y al hospital de San Bartolo. A raíz de esta situación, habría presentado una queja el 15 de noviembre de 2000 ante la Procuraduría de la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH). Este organismo habría dictaminado la reinserción del peticionario al Hospital Nacional Rosales en el mismo cargo como jefe de recursos humanos. Sin embargo, habría sido reintegrado en un cargo diferente y dicho cargo habría sido eliminado por la Asamblea Legislativa en el proceso de adopción de la ley de salarios y del presupuesto general. El  21 de diciembre 2001 se le habría comunicado la terminación de su contrato, previo indemnización.   
3. Sostuvo que la PDDH dictaminó que la asignación a un cargo que fue abolido por la ley de presupuesto, se equiparaba a una medida disciplinaria y violaba los derechos laborales. Informó que presentó un recurso de amparo ante la Corte Suprema que fue declarado improcedente, porque no correspondía a dicha Corte revisar los fundamentos de la decisión de la Asamblea Legislativa y porque el recurso de amparo no cumpliría con el requisito de trascendencia constitucional.  
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. El Estado de El Salvador, argumentó que no se violaron los derechos alegados por el peticionario. Sostuvo que en múltiples ocasiones se le habría llamado la atención al peticionario a raíz de repetidas negligencias en su trabajo y que se le atribuyeron varias faltas graves en su desempeño laboral. Explicó que pudiendo haber sido despedido se optó por su traslado. 

5. En cuanto a la ley de presupuesto que acarreó la supresión del último cargo del peticionario, el Estado defendió la potestad legislativa con respecto a la organización presupuestaria, subrayando que toda supresión de puestos no puede comprenderse como una violación de los derechos laborales, sino como una manera responsable de actuar del Estado en un clima económico difícil.  Hizo notar que el peticionario fue debidamente indemnizado y que aceptó sin reparo dicha indemnización.

6. Finalmente, el Estado solicitó se declare inadmisible la petición al no haberse agotado los recursos internos al momento de su presentación, precisando que la improcedencia del recurso de amparo presentado por el peticionario no produce cosa juzgada y no lo exime de ventilar las acciones pertinentes ante los tribunales competentes.  

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

7. El 27 de febrero de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió la petición de fecha 26 de febrero de 2003 y le asignó el número 146-03. El 13 de noviembre de 2003 transmitió las partes pertinentes al Estado, solicitándole que en el plazo de dos meses proporcionara la información que considerara oportuna. El 20 de febrero de 2004 fue recibida la respuesta del Estado de El Salvador.

8. Además, el peticionario presentó observaciones el 19 de abril de 2004; 12 de enero de 2005 y el 28 de julio de 2005. Todas fueron debidamente trasladadas al Estado. Asimismo, se recibieron observaciones del Estado el 20 de julio de 2004; 10 de febrero de 2005 y el 4 de octubre de 2005. Todas fueron debidamente trasladadas al peticionario.
9. El 1 de abril de 2010 se solicitó información actualizada al Estado y el 17 de junio de 2010 fue recibida su respuesta. Con el propósito de actualizar la tramitación de la petición y de comunicarle las últimas observaciones del Estado, el 22 de julio de 2010, la CIDH solicitó al peticionario que enviara la información que considerara oportuna en el plazo de un mes, y se le informó que, de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 de su Reglamento. No hubo respuesta del peticionario.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

10. El artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH establecen que, antes de determinar la admisibilidad, la Comisión Interamericana deberá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso. De igual modo, el artículo 42.1.b de su Reglamento establece que la CIDH podrá decidir archivar un caso cuando no se dispone de la información necesaria para tomar una decisión. 

11. La última información aportada por el peticionario en el presente caso es de fecha 28 de julio de 2005. Asimismo, el peticionario no ha respondido a la solicitud de información adicional de la CIDH realizada el 22 de julio de 2010, en la que además se le informó sobre la posibilidad de archivo del expediente.
12. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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